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la Constitución. según ,dice el arto 20.4) puede tener una fase
sumaria amparada por el secreto y en cuanto tal limitativa de la
publicidad y de la libertad. Pero esta genérica -conformidad
constitucional del secreto sumarial no está, sin embargo. impuesta
o exigida directamente por ningún precepto constitucional y, por lo
mismo, se requiere, en su aplicación concreta, una interpretación
estricta, no siendo su mera alegación~ fundamento bastante para
limitar más derechos -ni en mayor medida de 10 necesario- Que Jos
estrictamente afcctados por la norma entronizadora del secreto. El
punto firme desde el Que ha de partirse aquí, sentadas las bases
anteriores, viene dado por el hecho de que la regulación legal del
secreto sumarial no se in1erpone como un límite frente a la libertad
de información (derecho, sin embargo, afectado aquí exclusivamen­
te), sino, más amplia y genéricamente, como un impedimento al
conocimiento por cualquiera -incluidas las mismas partes en algún
caso: artículo 302 de la L.E.Cr.- de las actuaciones seguidas en esta
etapa del procedimiento penal. Lo que persigue la regla impositiva
del secreto es impedir tal conocimiento y ellO" en aras de alcanzar,
de acuerdo con el principio inquisitivo antes aludido, una segura
represión del delito. Por consiguiente, aquellos datos a los que no
se tiene acceso legitimo no podrán -a fortiorj- ser objeto de
difusión, por cualqUier medlQ, lo cual implica un límite del derecho
a informar, pero sólo de modo derivado, es decir, en la medida en
que aquello que se quiera difundir o comunicar haya sido obtenido
ilegílimamente, quebrando el secreto mismo del sumario, esto es,
en la medida en que se esté ante lo que llama la ley procesal misma
(art. 301) una «revelación indebida». Cabe concluir, en coherencia
con todo lo· expuesto, que el secreto ·del sumario se predica de las
diligencias que lo constitiuyen, y no es otra -cosa, por cierto, dice
literalmente el párrafo primero del art. 301 de la L.E.Cr., esto es, de
los aefos singulares que en cuanto acto formal complejo o procedi­
mjento lo integran. Tal secreto implica, por consiguiente, que no
puede transgradlrse la reserva sobre su contenido por medio de
«revelaciones indebidas» (art. 301.2 L.E.Cr.) o a través de un
conocimiento ilícito y su posterior difusión. Pero el secreto del
sumario no significa, en modo alguno, Que tino o varios elementos
de la realidad social (sucesos singulares o hechos colectivos cuyo
conocimiento no resulte limitado o vedado por otro derecho
fundamental según lo expuesto por el arto 20.4 de la C.E.) sean
arrebatados a la libertad de información; en el doble sentido de
derecho a informarse y derecho a informar, con el único argumento
de que sobre aquellos elementos están en curso unas determinadas
diligencias sumariales. De ese modo, el mal entendido secreto del
sumario equivaldria a crear una atípica e ilegítima «(materia
reservada» sobre los hechos mismos acerca de los cuales investiga
y realiza la oportuna instrucción el órgano judicial, y. no sobre (<1as

Sala Primera. Recurso de amparo húmero
869;/983.-Sentencia número 141/985, de / defebrero.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel García-Pelayo Alonso, Presidente, y por don Angel

. Latorre Segura, don Manuel Díez,de Velasco Vallejo, doña Gloria
Begue Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y .don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY-

la siguiente
SENTENCIA

En en recurso de amparo núm. 869/1983, formulado por la
Procuradora de los Tribunales doña Elisa Hurtado Pérez, en
nombre y representación de doña Laurie Alexander, Quien a su vez
actú.a en su propio nombre y en el de don Frecterick David Gib­
bons Jr" bajo la dirección del Letrado don Juan Antonio González
Aznar, contra el Auto dictado por la Sala Primer¡> del Tribunal
Supremo con fecha de 31 de octubre de 1983, y, subsidiariament~,

contra la Sentencia dictada por la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Granada en 28 de junio de 1982. En el recurso ha
comparecido el Ministerio Fiscal y don Francisco Cordero Gime­
nez, representado por el Procurador don. Juan Corujo López­
ViUamil, bajo la dirección del Letrado don Rogelio Pérez Burgos.
Ha sido po:J.ente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. ANTECEDENTES

Primero.-El 23_ de diciembre de 1983, doña Elisa Hurtado
Pérez, Prócuradora de los Tribunales, en nombre y representación
de doña Laune Alexander, que interviene en su propio nombre y
en representación de don David Gibbons Jr., formula recurso de
amparo contra el Auto de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo,
dictado el día 31 de octubre de 1983, por el Que se dispone no haber

actuaciones» del órgano judicial que constituye.n el sumario (art
299 de la L.E.Cr.).

En el caso que nos ocupa, las fotografias se realizaron antes de
que dieran comienzo las actuaciones sumariales, se obtuvieron
directamente sobre e1 lugar dónde acaecieron los hechos sin
transgredirse para obtener la información ninguna otra norma o
derecho y, desde luego, no fueron extraídas del sumario, ni para su
obtención. se utilizó información' alguna Que constara en un
sumario ni siquiera abierto en el momento de su realización. En
consecuencia, una información obtenida antes y al margen del
sumario no puede considerarse atentatoria al secreto sumarial, Que
sólo limita la libertad de información en cuanto para informar haya
previamente Que quebrantarlo. Por todo ello, hay que concluir que
la resolución_ judicial de 19 de marzo de 1984 y los posteriores
autos de 29 de marzo y de 27 de abril Que la confirmaron no
encuentran fundamento en la institución del secreto sumarial
constitucionalmente interpretada y sí violaron el arto 20.1.d) de la

, Constitución al impedir si-o fundamento el ejercicio del derecho de
la recürrente a la libertad de información, así como, por derivación,
el derecho de los ciudadanos a recibir esa misma infoJmación.

FA L L O
En atenclon a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NACION LWANOLA,

Ha decidido'
Primero.-Otorgar el amparo pedido por ((Ultima Hora, Socie­

dad Anónima» en cuanto la9' resoluciones judiciales impugnadas
vulneraron su derecho a comunicar libremente información veraz
arto 20.l.d) de la Constitución] y, en consecuencia, reconocerle ta:l
derecho y anular la resolución -del Magistrado-Juez titular del
Juzgado de Instrucción núm. 1 de Palma de Mallorca de. 19 de
marzo de llj~4, así como el auto de 29 de marzo del mismo órgano
judicial y el auto de 27 de abril de 1984 de la Audiencia Provincial
de Palma de Mallorca, ambos confirmatorios de la primera
resolución. -

Segundo.-Desestimar el amparo en cuanto a la presunta vulne­
ración del arto 20.2 de la Constitución.

Publíquese 'esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada eh Madrid a 31 de enero de 1985.-JerÓnirno Arozamena
Sierra.'-Francisco Rubio llorente.-Luis Díez-Picazo.-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Troyol Serra.-Francisco Pere Venla­
guer.-Firmados y rubricados.

lugar a la adrmsión del recurso de casaclOn interpuesto por la
solicitante de amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Civil de
la Audiencia Territorial de Granada de fecha 28 de junio de 1982,
contra la Que también recurre de modo subsidiario. Suplica se dicte
Sentencia en Que se ..declaré la nulidad del Auto de ¡nadmisión
dictado por la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, y que se
decrete que por dicha Sala se admita el recurso de casación
in.terpuesto y se entre en el fondo del asunto, debiendo en su día
dictar Sentencia resolviendo el recurso planteado.

Subsidiariamente, y para el supuesto de que este Tribunal no
otorgue el amparo solicitado, pretende que declare la nulidad de la
Sentencia de la Sala de lo Cfvil de la Audiencia Territorial de
Granada de 28 de junio de 1982, Ydisponga Que por dicha Sala se
dicte nueva Sentencia con arreglo a derecho y a la Constitución, sin
Que pueda mejorar la postura de quien no apeló, ni emitir
pronunciamientos no solicitados por "las partes. ni introducir en la
Sentencia temas que no han sido objeto del debate litigioso; o, en
su caso, se declare la nulidad parcial de dicha Sentencia en lo que
sea inconstitucional. Por otrosí solicita Que se reclamen las actua­
ciones, el recibimiento a prueba y que se decrete la suspensión de
las actuaciones jurisdiccionales frente a las Que .se pide el amparo,
sin afianzamiento o, en su defecto, con afianzamiento si así.
procediere. I

$egundo.-La demanda se basa en los hechos siguientes:
a) Doña laurie Alexander, actuando por sí, y en nombre de ­

don Frederick David·Gibbon~ Jr., con fecha 8 de febrero de 1980
interQuso demanda incidental de proceso arrendaticio urbano
contra don Francisco Cordero Giménez y dona Manuela Cordero
Giménez, en petición de declaración de nulidad de pleno derecho
de la cláusula de elevación de renta cOBtenidas en tres contratos de
arrendamiento de local de negocio suscritos con los demandados,
sobre un local de negocio· propiedad\ de· los mismos, así como en
solicitud de devolución de todas las cantidades indebidamente
percibidas por dichos demandados ~ virtud de los aumentos
producidos por aplicación de las cláusulas nulas, en cuantia a
determinar en ejecución de Sentencia. El Juzgado de Primera
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Instancia núm. J de Almena, en Sentencia de 14 -de junio de 1980,
declaró nulas las clAusulas de elevación contenidas en los tres
contratos, condenando a los demandados al reintegro de lo
indebidamente percibido.

b) La Sentencia fue recurrida por don Francisco Cordero
Giménez ante la Audiencia Territorial de Granada, no compare·
ciendo en la segunda instancia doña Manuela Cordero Giménez,
solicitándose en el acto de la' vista por el Letrado del único
apelante, -.don Francisco Cordero Gimenez, la revocación de la
Sentencia apelada, en base a sus únicos argumentos postulados en
ambas instancias de caducidad de la acción y respeto de los propios
actos, y que se dictase ·otra desestimando íntegramente la demanda;
y por el Letrado de la actora, como parte apelada, se solicitó la
í~tf"gra confirmación de la Sentencia objeto del recurso.

La Sala de lo Civil de la Audiencia, con fecha 28 de junio de
t 982, dictó Sentencia en la que se estimaba parcialmente el recurso
de apelación interpuesto; declarando nulas las cláusulas.de estabili­
zación insertas en los contratos (pero válidos los aumentos ~radús
en virtud de dichas cláusulas por ambos demr..ndados, inclUSive por
la demanda que no apeló}.y determinando que en lo sucesivo será
renta del local arrendado a doña Manuela Cordero Giménez la de
19.099 pesetas, y la conjunta de los locales arrendados a don
Francisco Cordero Giménez la de 22.988' pesetas, que son rentas
novadas, de modo que los posteriores aumentos serán' los legales y
los demandados deberán teintegrar lo que exceda de la cifra
indicada, descontados Jos aumentos legales; ello significó dejar
igual la renta pagadera. a doña Manuela Cordero Giménez y
disqlinuir la n'nta pagadera a don Francisco Cordero Giménez de
28.148 a 22.988 pesetas m~nsuales.

e) La solicitante ,elel amparo presentó escrito preparando
recurso de casación por infraCCIón de ley y de doctrina legal contra
la mencionada Sentencia de la Sala de lo CiviJ de la Audiencia
Territorial; y la propia Sala, por Auto de fecha 20 de julio de 1982,
acordó que no había lugar a tener por preparado recurso de
casación, negando las certificaciones interesadas al efecto. Se
fundaba en que, según el articulo 135 de la Ley de Arrendamientos
Urbanos (L.A.V.), s610 se dará recurso de casación en litigios sobre
rontratos de arrendamiento de local de negocio cuya renta contrac­
tual exceda de. 300.000 pesetas, mientras que, en el caso en
cuestión, ninguno de los contratos sobre los Que versaba el litigio
tenia una renta superior a esa cantidad. La solicitante de amparo
recurrió en queja ante la Sala Primera del Tribunal Supremo,
recurso que fue estimado por Auto de di~ha Sala de 30 de
noviembre de 1982, al estimar como eficiente, a tal efecto, la
alegación de la actora de la existencia de novación contractual
refundiendo en uno solo los dos negocios de arrendamiento
sucesivamente concertados, con identidad de elementos subjetivos
y unidad de merced, por un total de treScientas treinta Sr siete mil
setecientas setenta y seis pesetas; en el propio Auto se acordó
revocar la resolución recurrida, y se acordó dirigir carta-orden a la
Audiencia Territorial de .Granada: para que la Sala de lo Civil
entregara la certificación solicitada, al objeto de formalizar el
recurso. de casación, como efectivamente hizo doña Laurie Alexan­
der.

. d} Celebrada vista sobre admisión del recurso de casación, la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo dictó Auto, en fecha 31 de
octubre de 1983, en que se declaraba no haber lugar a la admisión
del recurso de casación interpuesto, por estimarse que, aisladamen­
te consideradas, ninguna de las rentas de los tres locales de negocio
de que se trata en el proceso alcanza el tope de trescientas mil
pesetas previsto en el arto 135 <.le la L.A.V., aun cuando sumando
las tres excedan de esa'cantidad.

La inadmisión se fundamenta en que el recurso gira en torno a
la revisión de la-tenta de tres locales de negocio, dos de los cuales
fueron arrendados a don Francisco Cordero Giménez y el tercero
a doña Manuela Cordero Giménez, habiéndose llevado a cabo los
arrendamientos en fechas distintas y suscribiendo contrat9s distin;
tos; la renta del local de doña Manuela era de 156.000 pe~etas

anuales (trece mil mensuales), y las rentas de los locales de don
Francisco era¡¡ de 132.000 y 36:000 pesetas anuales, respectivamen~
te, a razón de 11.000 y 3.000 pesetas mensuales; el hecho
decimosegundo de la demanda fija la cuantía a los efectos de la litis
en 275.856 pesetas la anual de los dos locales de don Francisco y
en 229.188 la anual del local de doña Manuela. Y, por último, en
que la correcta interpretación del arto 135 de la Ley de Arrendá~

mientas Urbanos no permite acumular las rentas de los tres
contratos a los efectos de alcanzar el tope mínimo establecido para
el acceso a casación.

e) . La parte actora pone de manifiesto los hechos que funda­
mentaban la demanda iniciadora del procedimiento' arrendaticIO,
señalando, entre ellos, que en 1 de agosto de 1971 el señor Gibbons,
entonces casado con la señora Alexander, suscribió un contrato de
arrendamiento con doña Manuéla Cordero, que afecta a parte del
bajo del inmueble núm. 79 de la avenida del Generalísimo,. de
Almería; y que en la misma fccha el propio señor Gibbons suscribió

un contrato de arrendamiento con Qon Francisco Cordero Gimé­
nez, que afecta aotra parte del mencionado bajo, contigua a la de
doña Manuela, teniendo la una acceso por la otra; en 15 de
noviembre de 1974 el señor Gibbons celebró con don Francisco
Cordero un nuevo contrato de arrendamiento de local de negocio,
siendo su objeto otras dos habitaciones del mismo bajo. contiguas
a las de los dos contratos anteriores, y teniendo su entrada por
éstas, girando el señor Cordero a panir de este momento un solo
recibo unificado por la renta derivada de ambos contratos.

La parte actora se refi~re a las subidas practicadas por los
arrendad.ores y, en concreto, indica que el señor Cordero ha venido
cobrando, con efectos desde el día I de agosto de 1979, la cantidad
de 28.148 pesetas mensuales, que_ suponen 337.776 pesetas anuales,
cantidad valorada por el Tribunal Supremo cuando admitió el
recurso de queja. Ahora bien, resulta que al interponer la demanda
civil en fecha 8 de febrero de 1980 hubo de tomarse como base para
la fijacjón de la cuantía litigiosa de renta mensual de 22.988 pesetas
para don Francisco y )9.099 para doña Manuela Cordero Glrnénez.
de acuerdo con el arto 146 de la Ley de Arrendamientos Urbanos.
que obhga a tomar como bJise para fijar la cuaDlia litigiosa «la renta
anual conforme al último pago realizado»; ello, por estar pendiente
de resolución un juicio de d~sahucio promovido por el señor
Cordero, al pretender éste cobrar por importe de 28.148 pesetas
desde el día 1 de 'agosto de 1979, Iras haber promovido la actora
demanda de concihación sobre nulidad de las cláusulas de eleva~

ción. juicio de desahucio que se resolvió favorablemente a las tesis
del señor Cordero, quedando fijada la renta en 28.148 pesetas desde
ago:.to de 1979 por Sentencia de 22 de febrero de 1980. confirmada
en apelación por la de 24 de marzo de- 1980.

O En fecha 31 de mayo de 1979, habféndose producido la
separación conyugal entre el señor Gibbons y la señora Alexander,
esta última se subrogó en la posición de arrendataria, mediante
cláusulas especiales que, al efecto, firmaron las partes al doFSo de
los do! primeros contratos.

g) El conjunto de habitaciones del bajo citado, objeto de los
tres.contratos, forma un solo local de negocio,.- explotado por la
acto.ra bajo el nombre de «Bar Buffalo».

Tercero.-Fundamenta la recurrente de amparo su pretensión en
la vúlneración de los arts. 14 y 24.1 de la Constitución española
(CE.), por los motivos que, resumidamente, se exponen:

a) Primeramente, áduce que si la ley otorga el derecho de
acceder al recurso de casación, y si tal acceso se niega infundada­
mente, se está vulnerando el arto 24 de la C.E. Pues bien. el Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 31 de octubre de 1983
lleva a cabo, por la interpretación que efectúa del arto 135 de la Ley
de Arrendamientos Urbanos, una vulneración de las arts. 14 y 24.1
de la Constitución, ya que; previamente, el Auto de la misma Sala
de 30 de noviembre de 1982 razonaba la existencia de novación
contractual, refundiéndose en uno solo dos negocios de 3rrenda·
miento concertados con el señor Cordero Giménez, por un total de
337.776 pesetas; por lo que se trata de dos resoluciones contradicto­
rias, 10 que viene a violar los principios constitucionales recogidos
en los arts. 9.3, 14 Y 24.1 de la C.E.

b) Por otro' lado, el Auto de inadmisién se acoge a la cuantía
fijada en la demanda, lo que resulta contrario a los preceptos
constitucionales citados. Ya Que, si bien la cuantía litigiosa hubo de
fijarse en la demanda de acuerdo con lo dispuesto en el arto 146 de
la L.A.V., la renta anual efectiva era superior a esa cuantia litigiosa
y superior a la cantidad exigida por el arto 135 de la L.A.U. para
la interposición de la casación. La posible contradic"ción entre los
arts. 146 y 135 de la L.A.U. no puede provocar la indefensión de
la actora; y, por otra parte, la interpretación que el Tribunal
Supremo, en su Auto de 31 de octubre de 1983, ha hecho del art.
135 de la L.A.U. provoca la indefensión, al impedirTe el acceso a
la casación que legalmente le correspondía; dicha interpretación es
i'lconstitucional por no contemplar la novación producida r9specto
de la actora y don Francisco Cordero Giménez, y también lo es al
considerar que, en este caso, deben computarse separadamente las
rentas atribuidas a don Francisco y a doña Manuela Cordero
Giménez.

'En apoyo de esta posición, la parte actora indica que ya en la
dcmanda se ñizo constar que las habitaciones obJcto de los tres
contratos de arrendamiento, todas contiguas entre sí (lo que se
evidencia de los propios contratos) sitas todas en el bajo del
inmueble 79 de la avenida del Generalísimo, de la ciudad de
Almería, constituían un solo local de negocio en el que la actora
ejercía una única actividad, la de hostelería, bajo la razón «Bar
Buffalo»,extremo que fue aceptado lisa y llanamente po~ los
demandados, por lo que no fue objeto de probanza. Ello, ullldo a
que el primer contrato de don Francisco Cordero se hizo el mismo
día que el de doña Manuela, en impresos de igual. clase. y con
idéntico contenido, obligaba a la acumulación de a~clones frente a
ambos, pues se daba litis consorcio pasivo necesano y, por tanto.
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la cuantía litigiosa necesariamente era la suma de las rentas
pagaderas a los demandados. Siendo así, la renta, a efectos del arto
135 de la L.A.U., ha de ser necesariamente la acumulada. máxlme
puesto Que cuando la' ley no distingue, tampoco ha de hacerlo el
Juez.

e) Con respecto a la petición subsidiaria de amparo frente a la
Sentencia de la Audiencia Territorial de Granada. se fundamenta
en que eSola resolución, a juició de la solicitante de amparo, incurre
en vulneración de los derechos reconocidos en los arts. 14,24 Y9.3
de la CODstÍtución y en un doble vicio de in'Congruencia por los
siguientes motivos: De ,una parte. mejorar a la posicion de doña
Manuela Cordero Glménez en relación con la Que fijaba la
Sentencia dictada en primera instancia, Que no había sido apelada
por la misma; y, de otra, al emitir pronunciamientos no solicitados
por ninguna de las partes en ambas instancias y que excedían del
objeto litigioso, como es estimar que los aumentos de la renta
podrian ser válidos aunque las cláusulas contractuales que los
permitían eran nulas, y que en el caso debatido eran válidos porque
tales aumentos no eran ilegales ni (des) proporcionados, temas
ambos que, por no haberse discutido en el pleito, y por tanto no
haber podido la demandante argumentar. sobre ellos, exceden de la
competencia judicial. Dichos vicios de incongruencia, denunciados
al formalizar el recurso de casación, dejan en indefensión a la
actora en el caso de que no pudiera acceder a la casación, con
violación del arto 24.1 de la Constitución, al haberse vulnerado
plenamente el principio de contradicción; cita en apoyo de su
alegación la Sentencia del Tribunal 20/1982, de 5 de'mayo.

Finalmente, la parte recurrente invoca en favor de su tesis el
criterio sentado por este Tribunal en la Sentencia núm. 68/1983, de
26 de julio, que señala que cuando se declare la inadmisión de un
recurso en vía judicial sobre la base de una causa inexistente, tal
ilegalidad es también una inconstitucionalidad, ya que afecta al
contenido del derecho fundamental del arto 24 de 1., Constitución.

Cuarto.-Por providencia de 8 de febrero de 1984 La Sección
acordó admitir a trámite la demanda. así como requeri1' -con
carácter de urgencia al Tribunal Supremo, a la Audiencia Territo-'
rial de Granada y al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
numo I de Almería, para que en el plazo de diez días remitiesen a
este Tribunal testimonio de las actuaciones relativas al recurso
núm. 326/1983 seguido ante la Sala Primera del Tribunal Supremo,
a! rollo de Sala núm. 753/1980, seguido ante la Sala de lo Civil de
la Audiencia. y a Los Autos numo 60/1980 del Juzgado, interesándo­
se al propio tiempo de dichos órganos judiciales se emplazara a
quienes hubieran sido parte en los mencionados procedimientos.
con excepción de la recurrente, para que en el plazo de diez días
pudieran comparecer en este proceso constitucional. Se acuerda
Igualmente formar, la correspondiente pieza separada para la
sustanciación del incidente de suspensión. Dicho incidente se
resolvió por Auto de la .gala Primera de este Tribunal de 22 de
febrero de 1984, denegatorio de.la suspensión solicitada

Quinto.-Por providencia de 14 de marzo de 1984 la Sección
acordó tener por recibidos los testimonios de actuaciones remitidos
por el Tribunal Supremo, Audiencia Territorial de Granada y
Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. I de Almería, así
como tener por personado y parte, en nombre y representación de
don Francisco Cordero Giménez, al Procurador don Juan Corujo
López·Villamil. Por lo. que, de conformidad con lo establecido en
el arto 52.1 de la Ley Orgánica del Tribuna! Constitucional (LOTC),
se acuerda dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y al
recurrente, y al Procurador señor Corujo López~Vlllamil, a fin de
que en el plazo de veinte días formularan las alegaciones que
estimaran pertinentes.

Sexto.-Con fecha 7 de abril de 1984 la recurrente presenta
escrito de alegaciones en que se reiteran los términos contenidos en
el escrito inicial de demanda, suplicando asimismo al Tribunal
reclame la remisión del testimonio íntegro de lo actuado en el
recurso de queja núm. 1.257 de 1982 como había solicitado la
demanda, sin que el Tribunal se haya pronunciado sobre esta
(1f'ti('ifm, a ...í ('omo Hl.mI\O"O tl.ohrp pl rpcihimiento.:il pnJeha; la parte
actora entiende que lo actuado en el recurso de queja debe ser
conocido por el Tribunal, bien mediante el cauce del arto 88 de la
LOTC o bien mediante el recibimiento a prueba del arto 89 de la
LOTe.

Séptimo.-Con f~ha 10 de abril de 1984 el Ministerio Fiscal
presentó escrito de alegaciones en el que señala, en cuanto a la
pretensión formulada con carácter, principal, que no se aporta
ningun razonamiento sobre por qué la resolución impugnada de.1
Tribunal Supremo viola o lesiona derecho fundamental alguno.
Con respecto a lo dispuesto en el arto 14 de la Constitución, no se
~¡I'yjene ~q. Ql\~..\1.a.,p9.\liIlQ, fillla[se.~.l;l ..i&l\~!<!;l.Q. ªQI~..L~.!.ey, .~i~~
hace referencia a ello en el recurso~ En cuanto a la aducida
vulneración de la tutela judidal, el Tribunal Supremo razona
convenientemente su decisión de ¡nadmisión, apoyándose además
en doctrina precedente establecida. y Que no es otra, en esencia. Que

la imposibilidad de acumular, como pretendían los recurrenles, las
rentas de tres contratos distintos. Se trata de una interpretación del
Tribunal Supremo, actuando dentro de la potestad que le es propia
y exclusiva conforme al arto 117.3 de la Constitución, y el Tribunal
Constitucional no puede invadir su esfera competencial, sustitu·
yendo su interpretación con otra que sea coincidente con la que
postulan los demandantt:s. Lo que debe llevar a la desestimación de
la pretensión principal dé los actores.

En lo que concierne a la pretensión de nulidad. formul~da

subsidiariamente. de la Sentencia de.la Audiencia Territorial,
manific-sta el Ministerio Fiscal que, en efecto, taJ Sentencia mejoró
la Sentenda de ins'anci.a respecto a la parte que se aquietó con la
misma. Procede pues preguntarse si la incongruencia que se aprecia
puede ser determinante de la inconstitucionalidad de la resolución
que incurrió en ella. Debe tenerse en cuenta que no puede sin mas
identificarse incongruencia con indefensión. En este caso, en la
segunda instancia, la hoy recurrente se opuso a la pretensión de la
única parte apelante, y pidió que se mantuviera el fallo ap.;·lado en
todos sus extremos, de modo que se defendió frente a cualquier
modificación de la Sentencia de Instancia. Y, dada la identidad
juridica de los contratos de arrendamiento y de las rentas combati­
das que merecieron una misma respuesta en el fallo del Juzgado,
y después en el de apeladón. no puede hablarse de una indefensión
real en el proceso seguido ante la Audiencia.

El que la incon~encia constituya o pueda constituir un
quebranta de la legalIdad no ha de suponer necesariamente que al
mismo tiempo lo sea de la constitucíonalidad. La indefensión se da,
segun la Sentencia del Tribunal Constitucional 20/1982 «cuando la
desviación en que consiste la incongruencia es de tal naturaleza que
supone una completa modificación de "los términos en que se
produjo el debate procesal» (Fundamento Jurídico l.0), y no puede
sostenerse que en esta ocasión 10 resuelto fuera algo ajeno a lo
suscitado dentro dé la controversia forense. Por ello, aun admitien·
do cierta incongniencia en sentido técnico en este aspecto, no es
determinante de la vulneración pretendida de un derecho funda·
mental. Y, en lo que se refiere al segundo motivo de incongruencia
alegado, esto es la determinación de la cuantía de las rentas, si lo
que se discutía eran precisamente las rentas y si unas cláusulas de
revalorización eran válidas, el juzgador podía determinar su
cuantía ante las posturas radicalmente contradictorias de los
contratantes. yeso fue lo que hizo. Por todo lo cual'se interesa del
Tribunal dicte Sentencia desestimatoria de la demanda por no
resultar lesión de los derechos fundamentales alegados.

Octavo.-Elll de abril de 1984, el Procurador de los Tribunales
don Juan Corujo López-Villamil, en representación de don Francis­
ca Cordero Giménez, presentó escrito de alegaciones, en el que se
mantiene, esencialmente, que la resolución impugnada del Tribu~

nal Supremo está ajustada a derecho, al no exceder la merced
arrendaticia, en ninguno de los supuestos, de trescientas mil pesetas
anuales, como resulta de los términos del mismo escrito de
demanda de la hoy recurrente al iniciar el pleito ante el Juzgado de
Primera Instancia de Almena. . .

Por lo que atañe a la resolución, subidiariamente impugnada, de
la Audiencia Territorial, se funda en la doctrina del Tribunal
Supremo, haciendo cita de la Sentencia de 13 de febrero de 1980,
doctrina absolutamente aplicable al caso de autos. En consecuencia,
no procede tamp,oco acceder al pronunciamiento que de fonna
subsidiaria se solicita, ya que no se vulneran los preceptos de la
Constitución que se citan, ni ningún otro.

Por tanto, suplica al Tribunal dicte sentencia en la que se
desestime el recurso de ,amparo constitucional formulado.

Noverto.-Del examen de las actuaciones recibidas resultan los
siguientes datos de interes, que complementan los ya expuestos:

a) En la demanda incidental del proceso arrendaticio urbano
de fecha 8 de febrero de 1980, contra don Francisco Cordero
Giménez y doua Manuela Cordero Giménez, la parte actora -y
aquí recurrente- solicitó la declaración de nulidad de pleno derecho
de las cláusulas de elevación de renta contenidas en los tres
contratos de arrendamiento suscritos entre las partes, así como que
se declarara la Drocedencia de Que los demandados devolvieran las
cantidades indebidamente percibidas, respectivamert(e, po, tales
aumentos, condenándolos expresamente a su abono a la actora.

En el hecho séptimo de la demanda se ponía· de manifiesto la
subrogación de doña LaQrie Alexander en la posición de arrendata·
Tio del señor Gibbons. Y, por otra parte, el Fundamento Jurídico
VI se dedica a justificar la acumulación de acciones. citando a tal
efecto los arts. 153 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil
-en especial el 156-, añadiendo que: «Es evidente que en el
presente caso la causa de pedir es idéntica, independientemente de
que el relato de los hechos permita deducir que los distintos
contratos celebrados obedecen a una unidad de arrendamiento)).
-- -tiY--Por Señteñcta--del Magístñldo:~uez--de-Pniñ-e"ra-"Iñstañcla
núm.. l de los de Almería, de 14 de junio de 1980, se estimó la
demanda formulada, declarando nulas las cláusulas de elevación
contenidas en los tres contratos de arrendamiento suscritos por las
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partes, a que se refiere la demanda, condenando a los demandados
al reintegro de lo indebidamente percibido.

e) Contra dicha Sentencia interpuso recurso de apelación la
repre~entación de don Francisco Cordero Giménez. En el acto de
la vista-según «)nsta en la correspondiente «diligencia de vista»
suscrita por el Secretario- el Letrado de la parte apelante interesó
«una Sentencia que revocando el Fallo proferido por el Juzgado de
Primera Instancia desestime la demanda, absolviendo de los
pedirnel110S de la misma a los hoy apelantes»; y que por el Letrado
de la pant: apelada se instó de la Sala, por el contrario, «una
Sentencia que confinne íntegramenk el Fallo recurrido», con
exprC"3 ImposiCión de costas a la parte apelante.

d) Por Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Granada de 28 de junio de 1982, 5e estimó parcial­
mente el recurso de apelación, declarando nulas las cláusulas de
estabilización y que en lo sucesivo será renta del local arrendado a
dOtla ManlJela Cordero Giménez la camidad de 19.099 pesetas y la
conjunta de los locales arrendados a don Francisco Cordero
Gi_ménez la de 22.088 pesetas, que son rentas novadas, de modo
que los posteriores aumentos serán los legales y los demandados
dl'beran reintegrar lo que exceda de las cIfras indicadas, desconta­
dos los aurnentos legales, todo 10 cual se llevará a cabo en ejecución
de Sentencia, y SIn que haya lugar al resto de Jos pedimentos
.espenficados en el «escrito inicial de este lItigio».

En la mencionada Sentencia consta que no ha comparecido en
la apelación dona Manuela Cordero Giménez. Por otra parte, en su
penúlumo resultando se indica que en el acto de la vista el Letrado
de la parte apelante solicitó la revocación de la Sentencia y se dicte
otra con arreglo a lo postulado en la instancia, y el Letrado de la
parte apelada solicitó la confirmación de la misma con imposición
de costa:; a la contraria. Y en el último cQn!>iderando de la propia
Sentencia se llega a ta conclusión de la nulidad de las cláusulas de
estabIli1:ación, 10 que no empece, según la Sentencia del Tribunal
Supremo de ro de febrero de J980 :"'añade la Sentencia-, para
estimar ~novadas» las rentas abonadas, sin oposición alguna por
los .arrendatarios, máxime al subroga.rse en los contratos la señora
Alexander.

(' 1 Por Auto de 20 de julio de 1982 la Sala de lo Civil de Ja
Audientia _de Granada resolvió acerca del escrito de preparación
del recurso de casacH')fl por infracción de ley y de doctrina legal
contra la Sentencia anterior, en el srnlido de que no había lugar a
tener por preparado el mencionado recurso ni a entregar las
certliicaciones interesadas. Esta resolución se fundamentaba en que
ninguno de los contratos, cuyas cláusulas de estabilización han sido
distintas y perfectamente diferenciadas; tiene una renta superior a
300.000 pesetas; y en que, de acuerdo con el aludido 135 de la Ley
de Arrendamientos Urbanos, en la redacción dada- al mismo por
Ley de 27 de junio de 1974, sólo cabe recurso de casación en los
contratos de arrendamiento de local de negocio cuya renta anual
exceda de 300.000 pesetas.

f) Interpuesto recurso de queja por la representación de la
señora Alexander, la Sala de lo CIvil del Tnbunal Supremo, por
Auto de 15 de diciembre de 1982, acordó revocar el Auto recurrido
de 20 de julio de 1982. Esta resolución se dicta sobre la base del
siguiente considerando:

«Que carente la copia certificada de dementas de juicio
suficientes para decidir que la renta contractual no alcanza la cifra·
de 300.000 pesetas, a los efectos de excluir in limtne el recurso de
casación conforme a lo dispuesto en la Ley de 27 de junio de 1974,
ya que por la p~rte solIcitante se alega la existencia de novación
contractual refundiendo en uno solo los dos negocios de arrenda­
miento !tllcesivamenteconcertados, con identidad de elementos
subjeti vos y unidad de merced, por un total de 337.776 pesetas, es
manifióto que sin perjuicio de Jo que pueda resolverse sobre e!>te
punto en ulterior fase, procede por de pronto acoger el recurso de
queja y ordenar la entrega de la certificación recabada, en los
términos prevenidos por el arto 1.707 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil.»

g) Interpuesto recurso de casación, la Sala de lo ~ivil del
Tribunal Supremo, por Auto de 31 de octubre de 1983. declaró que
no había lugar a admitirlo. Esta resolución se fundamenta en los
dos considerandos siguientes:

«Considerando que el presente ·recurso gira en torno a la
revisión de rentas de tres locales de negocio arrendados por los hoy
recurrentes a doña Manuela Cordero Gimenez uno y a don
Francisco Cordero Giménez los otros dos, arrendamientos que se
llevaron a cabo en fechas distintas, a cuyos efectos se suscribieron
tres contratos, en los que se fijaron las siguientes rentas: de 156.000
pesetas anuales, o sea, á razón de 13.000 pesetas mensuales la
correspondiente allceal arrendado a doña Manuela y de 132.000 y
36.000 pesetas, también anuales, la de los dos locales arrendados
por don Francisco, a razón de 11.000 y 3.000 pesetas uno y otro
local, habiéndose fijado en el hecho decimosegundo del escrito de

demanda la cuanlía de his rentas a efectos de la litis en 275.856
pesetas la anual, correspondiente a los dos locales propiedad del
citado don Francisco. y en 229.188 pesetas las del perteneciente a
doña Manuela.

Considerando que el arto 135 de la Ley de Arrendamientos
Urbanos establece que el recurso de casación contra las sentencias
dictadas por la Audiencia Territorial. solamente procederá en los
litigios sobre contratos de arrendamiento de los locales de negocio
cuya renta contractual exceda de 300.000 pesetas, lo cual no
acontece en el presente supuesto, dado que como queda indicado
en el precedente fundamento. en el proceso que culmina con este
recurso se acumulan las rentas correspondientes a tres locales de
negocio que si bien sumadas exceden de dicho tope, aisladamente
consideradas ninguna de ellas alcanza el mismo. razón por la cual,
teniendo en cuenta lo dispuesto en el citado arto 135 de la Ley de
Arrendamientos Urbanos en relación con el 6.°, 4, del Código CivIl,
dado que la acumulación de las rentas de los tres contratos de
arrendamiento a los efectos de alcanzar el tope mínimo establecido
para el acceso a la casación implicaría, si se estimase. un auténtico
fraudem legi de conformidad con lo prevenido en el arto 1.729,
numero 3.°, de la Ley dé Enjuiciamiento Civil y constante doctrina
de esta Sala, representada entre otros por Autos de 6 y 18 de junio,
10 de octubre y 21 de noviembre de 1979, 23 de enero y tI de julio
de 1980, procede dictar el pronunciamiento que previene la regla
primera del arto 1. 728 de referida Ley rituaria, con las consecuen­
cias en la misma establecidas.))

h) Finalmente, debe señalarse que -en el recurso de apeladón
se tuvo a doña Manuela Cordero Oiménez como parte apelada no
comparecida. Así resulta de las actuaciones, a partir del escrito de
interposición del recurso de~apelación formulado por la representa~

ción de don Francisco Cordero Giménez, en el que se solicita se
emplace- a las partes para su comparecencja ante la Audiencia (folio
146 de los Autos); el emplazamiento se efectuó a la representación
de dona Manuela Cordero Giménez a través de su representante,
el Procurador don Jase Temza BordiiI (folio 147); en el encabeza·
miento de la Sentencia dictada en apelación se relacionan las partes
del proceso seguido ante el Juzgado en Primera Instancia, y se
indica que doña Manuela Cordero Giménez no ha comparecido en
la apelaclón, indicándose en ei fallo que la Sentencia se notifique
a la no comparecida. constando que se llevó a cabo tal notificación
en los estrados del Tribunal.

Décimo.-Por providencia de fccha 10 de enero de 1985, la Sala
acordó 'denegar el recibimiento a prueba solicitado por la actora,
dado que el conocímiento de .las actuaciones relativas al recurso de
queja decidido por el Auto de 15 de diciembre de 1982 -que figura
en las remitidas- no se estima necesario para la 'resolución del
recurso de amparo (art. 89.1 de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional); asimismo se acordó que no procedia reclamar las
actuaciones correspondientes a dicho recurso.

Undécimo....Por providencia de 24 de enero de 1985, se señaló
para votación y fallo el dia 30 Siguiente.

11. FUNDAMENTOS JURlDICOS

Primero:-La demanda de amparo se formula contra el Auto de
la Sala Primera ·del Tnbunai Supremo. de 31 de octubre de 1983,
que viene a declarar que no ha lugar a la admisión del recurso de
casaCIón interpuesto por la representación de la hoy recurrente
frente a la Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Granada de 28 de junio de 1982, la cual es asimismo
objeto de impugnación con carácter subsidiario. Procede, por tanto,
que exammemos en primer lugar la vulneración de derechos
fundamentales que la parte actera imputa al Auto recurrido; y en
segundo término, para el supuesto de que no proceda la estimación
del recurso por razón de tales violaciones. trataremos de las que
aduce en relación c'on la Sentencia.

Segundo.-EI Auto de 31 de octubre de 1984 habría vulnerado
los arts. 14 y 24.1 de la Constitución por las causas expuestas en el
Antecedente 3 de esta SentenCia:

al La primera de tales causas consiste en que dicho Auto es
contradictorio con el dt:.- 'la misma Sala de 30 de noviembre de 1982
(Antecedente 3, apartado a). Ahora bien, basta la mera leclura de
los Autos (transcritos en lo que interesa en el Antecedente 9.f y g)
para percibir con toda claridad que no existe contradicción alguna,
por lo que la afirmación de la parte actora carece de todo
fundamento. _ ~

b) En cuanto a la segunda (Antecedente 3, apartado b), se
habría producido porque el Auto impugnado se acoge a la cuantia
fijada 'en la demanda. lo que resulta contrario a los preceptos
constitucionales citados. El recurrente no afirma en ningún mo­
mento que la cuantía de la renta de cualquiera de los tres contratos
fuera superior a 300.000 peseta.s anaales, sino que sostiene que tal
cuantía se supera (337.776) computando conjuntamente la corres­
pondiente a los contratos celebrados con el señol' Cordero Giménez
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(por haberse efectuado, a su juicio, una novación que refundía los
dos contratos en uno). siendo procedente además el cómputo
conjunto de las rentas de todos los contratos al tratarse de un
supuesto de litis consorcio pasivo necesario.

Pues bien, en cuanto a la posible violación del principio de
igualdad, la Sala no puede compartir la tesis de la parte actora,
pues, como ha deelarado el Tribunal en reiteradas ocasiones, a
oartir de la Sentencia 4911982, de 14 de julio, «BOE» de 4 de
~gosto, F. J. 2.°, «la igualdad en la aplicación de la ley, lo que
Impone es que un mismo órgano no pueda modificar arbitraria·
mente el sentido de sus decisiones en casos sustancialmente iguales,'
y que cuando el órgano en cuestión considere Que debe apartarse
de sus precedentes tiene que ofrecer para ello una fundamentación
suficientemente razonablo>; y, en el presente caso, el recurrente no
aporta término de comparación al~uno que sirva ni tan siquiera, de
base para razonar acerca de la posible vulneración del principio de
igualdad.

Por otra parte, tampoco se aprecia que se haya producido
violación alguna del arto 24.1 de la Constitución, pues el tribunal
Supremo al estimar que procede computar separadamente la renta
de los contratos, efectúa una apreciación fundada en Derecho de
mera legalIdad, siendo irrelevante en este caso la interpretación
dada a los arts. 135 y 146 de la Ley de Arrendamientos Urbanos
en orden a si la renta de cada uno debía ser la qu:e figuraba en la
demanda o la realmente abonada, pues es lo ciertd que lo decisivo
era si se podían o no computar conjuntamente las rentas correspon­
dientes a los dos contratos celebrados en su momento con el señor
Cordero Giménez, o incluso a los tres contratos, pues ésta era la
forma de conseguir que la cuantía litigiosa fuera superior a 300.000
pesetas y, en consecuencia, cupiera el recurso de casación de
acuerdo con lo previsto en el artículo 135 de la Ley de Arrenda-.
mientos Urbanos, en la redacción dada al mismo por la Ley de 27
de junio de 1974.

e) La conclusión anterior se fundamenta en una muy reiterada
doctrina del Tribunal acerca del arto 24, 1, de la Constitución, en
el sentido de que si bien el contenido normal del derecho a la tutela
judicial efectiva consiste en obtener una resolución de fondo, el
derecho fundamental se satisface también cuando la resolución es
de inadmisión siempre que se dicte en aplicación razonada de una
causa legal, debiendo responder el razonamiento a una interpreta­
ción de las normas de conformidad con la Constitución y en el
sentido mas favorable para la efectividad del derecho fundamental
(Sentencias. entre otras, 19/1983, de 14 de marzo, «Boletín Oficial
del Estado» de 12 de abril, F. J. 4, Y 6911984, de JI de /,'umo,
«Boletin Oficial del Estado» de 11 de julio, F. J. 2). El Tri unal,
dado que el recurso de amparo no es una trercera instancia, no
revisa. con carácter general, la legalidad aplicada; pero teniendo en
cuenta que la inadmisión arbitraria, o irrazonable, o irrazónada, o
basada en una interpretación distinta de la expuesta, afecta al
contenido normal del derecho fundamental, entiende que en estos
supuestos la resolución judicial puede incurrir en ¡nconstitucionali­
dad que dé lugar al amparo, cono sucede en los casos en que se
declara la inadmisión por estimar inaplicable un procedimiento'
que si era aplicable (Sentencia 11/1982, de 29 de marzo, «Boletín
Oficial del Estado» de 21 de abríl, F. J:2), o en qué se ha padecido
un error patente (Sentencia 68/1983; de 26 de julio, «Boletín Oficial
del Estado» de 18 de agosto. f. J. 6), o en que la normativa no se
ha interpretado en el sentido más favorable para la efectividad del
derecho fundamental y ello ha impedido entrar en el fondo
(Sentencia antes indicada 19/1983, F. J. 4). _

La aplicación de esta doctrina al caso contemplado conduce a
la conclusión -como antes dccíamos- de que la resolución impug­
nada no ha vulnerado el arto 24. 1, de la Constitución. Y ello
porque no se trata de una resolución que pueda calificarse de
arbitraria. ni de irrazonable, ni de irrazonada, n~ afirmarse que la
interpretación llevada a cabo por el Tribunal Supremo de los arts..
135 en conexión con el 146 de la Ley de Arrendamientos Urbanos
haya impedido entrar en el fondo. Por el contrario, la resolución
impugnada, fundada en Derecho, se mueve dentro de la aprecia­
ción de la legalidad que corr~sponde a los Jueces y Tribunales; sin
que pueda utilizarse la via del recurso de amparo para someter al
Tribunal todos los problemas que surjan de la aplicación de la
legalidad procesal, más allá de los limites expuestos. con el
argumento de que afectan a la tutela judicial efecti.va, pues no es
esta, obviamente. la función que cumple el recurso de amparo ni
el Tribunal Constitucional en el sistema jurídico.

d) Las consideraciones expuestas conducen a la conclusión de
que el Auto de 31 de octubre de 1984. aquí impugnado, no vulnera
los arts. 14 y 24. 1, de la Constitución, sin que, por otra parte.
podamos entrar en el examen de si ha v(ulnerado el arto 9.°, 3, de
la misma -segun señala el actor-, dado que el recurso de amparo
se circunscribe a la protección de los derechos fundamentales
comprendidos en su ámbito, que son los reconocidos en los arts. 14
a 29 de la Constitución, además de la objeción de conciencia de su
arto 30 (art. 41, 1, de la Ley Orsánica del Tribunal Constitucional).

Tercero.-La conclusión expuesta da lugar a que debamos pasar
al examen de las vulneraciones de derechos fundamentales que la
demanda imputa a la Sentencia de la Sala de lo Civil de la
Audiencia Territorial de Granada de 28 de junio de 1982. la cual
es objeto de impugnación con carácter subsidiario. Dicha Senten­
cia, a juicio de la actara, incurre, en un doble vicio1le incongruencia
[antecedente 3, apartado c), al que nos remitimos}, que redundaría
en violación de los derechos reconocidos en los arts. 24 y 14 de la
Constitución, y resultaría contrario al principio de seguridad
jurídica conlenido en el arto 9.°, 3, de la misma.

En relación con las infracciones expuestas, hemos de reiterar
que el recurso de amparo se circunscribe al examen de las
violaciones de derechos fundamentales y libertades públicas com­
prendidos en su ámbito, dentro del cual, según antes veíamos, no
está incluido el arto 9.°, 3, de la Constitución.

Por otra pane, respecto a la violación del pri'ncipio de igualdad,
la parte actora no ha razonado, ni la Sala observa tampoco cómo·
la Sentencia impugnada ha podido vulnerarlo, dado que el recu­
rrente no aporta término de comparación alguno que sirva ni tan
siquiera de base para razonar acerca de la posible vulneración del
principio de igualdad.

Resta por examinar la vulneración alegada del arto 24 de la
Constitución, y en concreto sí puede haberse producido por razón
de la posible existencia de la incongruencia alegada por la actora.

a) A tal efecto, debe participarse de la doctrina sentada por la.
. Sentencia 2011982, de 5 de mayo, .Boletín Oficial del Estado» del

18, F. J. 1 Y2. en el sentido de que la congruencia se mide por el
ajuste o adecuación entre la parte dispositiva y los terminos en que
las partes han formulado sus pretensiones y peticiones, de manera
tal' que no puede la Sentencia otorgar más de lo que se hubiera
pedido en la demanda, ni menos de lo que hubiera sido admitido
por el demandado, ni otorgar otra cosa diferente, que no hubiera
sido pretendida, de fonna que cuando la desviación en que consiste
la incongruencia es de tal naturaleza que supone una completa
modificación de los términos en que se produjo el debate procesal,
puede entrañar una vulneración del pnncipio de contradicción y

. por ende del fundamental derecho de defensa. La doctrina de la
congruencia -añade la mencionada Sentencia- es perfectamente
compatible con el principio tradicional iura novit éuria~ pues los
Tri,bunales no tienen necesidad ni tampoco obligación de ajustarse
en los razonamientos juridicos que les sirven para motivar sus
fallos a las alegaciones de carácter jurídico aducidas por las partes
y pueden basár sus decisiones en fundamentos jurídicos distintos,
siempre que no se altere la acción ejercitada.

b) El primer vicio de incongruencia aducido por la recurrente
es el referente a que la Sentencia mejora la posición de doña
Manuela Cordero Giménez en relación con la que fijaba la
Sentencia dictada en primera instancia, que no había sido apelada
por la misma; por 10 que es necesario considerar si ello ha supuesto
la indefensión de la actora, al pronunciarse el juzgador sobre una
cuestión no planteada en el juicio y sobre la cual no tuvo
oportunidad de defenderse, con vulneración del· principio de
contradicción.

Sin embargo, de las actuaciones remitidas a este Tribunal no
resulta que se haya producido la indefensión alegada: En efecto, la
hoy recurrente llevó a cabo en primera instancia una acumulación
voluntaria de acciones -con apoyo en el arto 156 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil-, al dirigirse simultáneamente contra los dos
demandados, lo que dio lugar a que tramitara un solo proceso y se
dictara una sola Sentencia: y de )as actuaciones de la segunda
instancia, tanto del acta de la vista como de la Sentencia (antece­
dente 9, c) y d) ) no resulta que dejasen de considerarse los diversos
contratos y sus cláu'iulas de revalorización, de manera que en la
impugnación de la parte recurrente en apelación no se considerase
tambien incluida, al pedir la desestimación de la demanda formula­
da en primera instancia, los idtereses de la 'otra parte en ella
demandada.

Cuestión distinta -que es la realmente suscitada por la acto­
ra- es la~ de si cabe pronunciarse, con ocasión de un recurso de
apelación, sobre pretensiones que no sean las estrictamente perso­
nales de la parte recurrente, y si cabe que tales pretensiones sean
objeto del proceso y subsiguiente resolución. Pero ello es un tema
d~ Jegalídad procesal que no afecta a lo ahora planteado, esto es a
la pres'tncia o no de wóefensión.

c) El segundo vicio de incongruencia consistiría (anteceden~

te 3, apartado e) en que la Sentencia dictada en apelación ha
emitido pronunciamientos no solicÍtados por ninguna de las partes
en .a~bas instancias y que excedían del objeto litigioso, como es
estImar que los aumentos de la renta podían ser váJidos aunque las
cláusulas contractuales que los permitían fueran nulas, y que en el
caso debatido eran válidos porque tales aumentos no eran ilegales
ni desproporcionados, temas ambos no discutidos en el pleito.

Pues bien, la Sala tampoco observa que se haya producido una
desviación de tal naturaleza que suponga una completa modifica·
ción de los términos en que se produjo el debate procesal. Pues
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precisamente el objeto material del proceso era la fijación de la
cuantía de tales rentas, en función de la validez o no de las
cláusulas de revalorización contenidas en los correspondientes
contratos de arrendamiento de local de negocio y la devolución de
las cantidades indebidamente cobradas, habiéndose puesto también
de manifiesto la subrogación efectuada por la señora Alexander en
la posición del arrendatario.

En estas condiciones, la Sentencia impugnada decide dentro de
los limites derivados de las pretensiones contradictorias de las
partes, con aplicación del principio jura novit curia, pues es lo
cierto Que para decidir acerca de la devolución de las cantidades
indebidamente _percibidas era necesario decidir cuáles eran las
rentas que debían abonarse, para lo cual era preciso valorar la
validez o nulidad de las cláusulas de estabilización y los efectos de
la declaración de nulidad. Por ello, entendemos que no se ha
producido una desviación de tal naturaleza que haya originado
indefensión, por impedir la aplicación del principio de contradic-

3611 Sala Segunda. Recurso de amparo número 360/1984.
Ser.twcia número 15/1985, de 5 de febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don FrancIsco
Rubio Llorente, don Luis Díez Picaza y Ponce de León. don
Francisco Tomás y Valiente, don Antonio Troyol Serra y don
Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 360/1984. interpuesto por doña
Florencia Boissier Perez, representada por el Procurador don Jesús
Alfara Matos y asistida del Letrado don Jose Manuel López López,
contra las Sentencias de la Magistratura de Trabajo núm. 2 de Las
Palmas de Gran Canaria, de 19 de febrero de 1982 (autos
262/198 1), Y del Tribunal Central de Trabajo, de 9 de marzo de
1984 (recurso de suplicación 487/1984).

Han sido parte el Ministerio Fiscal y la Caja Insular de Ahorros
de Gran Canaria, Lanzarote y Fuerteventura, representada por el
Procurador don Santos de Gandarillas Carmona )' defendida por el
Letrado don Alvaro García Ormaechea, como demandada. Ha sido
ponente el Magistrado don Francisco Pera Verdaguer, quien
expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES
Primero.-Doña Florencia Boissier Pérez prestó sus servicios en

la Caja Insular de Ahorros y Monte de Piedad de Gran Canaria
como Auxiliar administrativo interina desde elide mayo de 1954
hasta el 1 de septiembre de 1956, en que se vio obligada a cesar,
para pasar a la situación de excedencia forzosa, por matrimonio, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 53 de la Reglamentación
'Nacional de Trabajo de Cajas de Ahorro de 27 de septiembre de
1950, conforme al cual «el personal femenino que ingrese en Cajas
de Ahorro con posterioridad a la fecha de publicación de estas
Ordenanzas deberá abandonar el trabajo en el momento en que
contraiga matrimonio, pero tendrá derecho a reingresar si se
constituyere en cabeza de familia por incapacidad o fallecimiento
del manctQ). "

Habiendo fallecido su marido el 27 de febrero de 1980, doña
Florencia Boissier solicitó su reingreso el 18 de agosto de igual año,
obteniendo una respuesta verbal denegatoria en fecha no determi­
nada durante los meses de octubre o noviembre, con fundamento
en la imposibilidad de reincorporación debido a que el desempeño
de su trabajo fue como interina. La actora instó demanda de
conciliación ante el Instituto de Mediación, Arbitraje y Concilia·
ción, y celebrado el intento el día 20 de febrero de 1981, sin
avenencia, dedujo demanda judicial tras haber recibido carta de la
Empresa, de 23 de febrero, en que se le ratiticaba la imposibilidad
de su reingreso. El Magistrado de Trabajo núm. 2 de las Palmas
de Gran Canaria dictó Sentencia desestimatoria de 19 de febrero de
1982, fund~ndose en el carácter interino de la relación laboral y en
la caducidad de la acción, pues la negativa verbal de la Empresa
debió eSlÍmar~e, e,n caso de ostentar la actora un derecho de
reingreso, como un acto de despido contra el que debió reclamar en
el plazo de veinte dias hábiles establecido en el artículo 59, 3. () del
Estatuto de los Trabajadores.

La actQra interpuso. recurso de suplicación en solicitud de
modificación de los hechos probados (referida a la negativa verbal
de reincorporación) y de revisión del derecho aplicado, siendo
desestimado por Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 9 de
marzo de 1984. El Tribunal Central mantiene la declaración de
caducidad de la acción, no pronunciandose sobre la impugnación

ción, puesto que no se ha operado una completa modificación de
los términos en que se ha desarrollado el debate procesal.

FA L L O

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE LA CO:-;STITU­
CION DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo.
Publíquese esta sentencia en el «Boletin Oficial del btadQ)).

Madrid, I de febrero de 1985.-Manuel García-Pelayo Alon-
so.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Gloria
Begue Cantón.-Rafael Gómez-ferrer Morant.-Angel Escudero del
Corral.-Firmados y rubricados.

del carácter interino del trabajo desempeñado por ser ya de
innecesaria resolución.

Segundo.-Contra las referidas Sentencias se intcrpuso t'1 presen­
te recurso de amparo, mediante demanda presentada el11 de mayo
de -1984. fundada sustancialmente en la vulneración del arto 14 de
la Constitución Española. por cuanto se le ha negado la readmisión
pedida en plazo como medio de reparar una discriminación por
razón de sexo, situación que no se altera por el pretendido carácter
interino (que niega) de su relación con la Empresa. En el supuesto
en que dicho carácter fuera trascendente para la solUCión del caso
habría existido una infracción del derecho a la tutela por parte del
Tnbunal Central de Trabajo. por no haber resuelto el motivo de
suplicación por el que se impugnaba tal consideración. En cuanto
a la caducidad de la acción. la demandante cuestIOna su existencia
por entender que no existió despido. toda vez que el derecho a
reingreso no deriva del cese de una excedencia ordinaria. sino de
la supresión de una situación inconstitucional.

Tercero.-Admitida a tramite la demanda de amparo. y recibidas
las actuaciones de la Magistratura y del Tribunal Central. y
personada la Caja Insular de Ahorros de Gran Canaria. por
providencia de 26 de septiembre se acordó poner de manifiesto las
actuaciones a las partes y al Ministerio Fiscal para que en el plazo
de veinte días presentasen sus alegaciones conforme al artículo 52.1
de la Ley orgánica de este TribunaL

La parte demandante reitera sustancialmente los fundamentos
de la demanda, destacando que la señora Boissier había prestado
servicios laborales como Auxiliar aministrativa durante dos años y
cinco meses en la Caja Insular de Ahorros y Monte de Piedad de
Gran Canaria, que por haber contraído matrimonio fue obligada a
cesar en la Empresa, pasando a la situación de excedencia forzosa
por aplicación de lo dispuesto en el arto 53 de la Reglamentación
Nacional de Trabajo de Cajas de Ahorro, aprobada por Orden de
27 de septiembre de 1950; sttuación de excedencia forzosa en la que
se encontraba cuando, luego de fallecer su esposo. solicitó el
reingreso en su puesto de trabajo. La recurrente destaca el caracter.
a su juicio, discriminatorio del indicado arto 53 de la Reglamenta­
ción Nacional de Trabajo de Cajas de Ahorro, pues establece una
discriminación, por razón del sexo, contraria al art. 14 de la
Constitución, añadiendo que se encuentra también en contradic­
ción con los ans. 32.1 y 35.1 de la Constitución. Por consiguiente.
el mentado arto 53 perdió todo su valor desde la entrada en úgor
de la Constitución. Y ello es suficiente para pedir el amparo
constitucional.

Se refiere seguidamente a la doctrina contenida en las Senten­
cias de este Tribunal relativa a que el plazo de prescripción para
pedir el reingreso en situaciones como la de la recurrente es de tres
años contados a partir de la publicación y entrada en vigor de la
Constitución, esto es. desde el 29 de diciembre de 1978; la señora
Boissier instó la conciliación ante c11~fAC el 20 de febrero de 1981,
Y a continuación presentó la demanda ante la Magisli'atura de
Trabajo, por lo que no había transcunido el plazo de tres años.

Cuarto.-El Ministerio Fiscal. en su escrito de aleg,lCiones, centra
la problemática del re¡:urso en la vigencia o no del cContrato de
trabajo en el momento de promulgarse la Constitución: Si dicho
contrato estaba solamente suspendido o si se habia extmguido. El
arto 44.l.b) de la LOTe impide entrar en la valoración de los
hechos realizados por la resolución impugnada sin embargo.
expone el Fiscal, es necesario analizarlos, porque son el fundamen·
to que determina la no aplicación de un derecho constitucional.

La recurrente fue contratada como auxiliar interina en el puesto
de una persona que se encontraba en excedercia forzo5a por
matrimonio, de' acuerdo con el arto 53 de la Reglamenlación de
Trabajo. El contrato tenía el caractcr de interino. y estos contratos
se regulan en la Reglamentación de Trahajo de formas distintas y
diferentes al celebrado con los trabajadores de plantIlla. Existe una
dlferencia esencial que la recurrente olvida. A los c~Jnlratados


